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12123 ORDEN de 27 de abril de 1998 por la que se dispone el
cumplimiento de la sentencia dictada por la Sección Cuar-
ta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audien-
cia Nacional, en el recurso número 04/130/1996, interpues-
to por don Pedro Juan Romero Romero.

En el recurso contencioso-administrativo interpuesto por don Raúl Mar-

tínez Ostenero, en nombre y representación de don Pedro Juan Romero

Romero, contra la Administración del Estado, sobre indemnización por

funcionamiento de la Administración de Justicia, la Sección Cuarta de

lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional ha dictado sen-

tencia con fecha 21 de enero de 1998, cuya parte dispositiva dice:

«Fallamos:

Primero.—Desestimar el recurso contencioso-administrativo promovido

por el Procurador don Raúl Martínez Ostenero, en nombre y representación

de don Pedro Juan Romero Romero, contra la Resolución del Ministro

de Justicia de 17 de noviembre de 1995, sobre reclamación por respon-

sabilidad patrimonial de la Administración de Justicia, por ser el acto

recurrido ajustado a Derecho.

Segundo.—No procede hacer expresa declaración en materia de costas.»

En su virtud, este Ministerio de Justicia, de conformidad con lo esta-

blecido en los artículos 118 de la Constitución; 17.2 de la Ley Orgánica

6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y demás preceptos concordantes

de la vigente Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, ha dis-

puesto la publicación de dicho fallo en el «Boletín Oficial del Estado»,

para general conocimiento y cumplimiento en sus propios términos, de

la mencionada sentencia.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.

Madrid, 27 de abril de 1998.—P. D. (Orden de 29 de octubre de 1996),

el Subsecretario, Ramón García Mena.

Ilmo. Sr. Director general de Relaciones con la Administración de Justicia.

12124 ORDEN de 27 de abril de 1998 por la que se dispone el
cumplimiento de la sentencia dictada por la Sección Cuar-
ta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audien-
cia Nacional en el recurso 04/183/96 interpuesto por «Caja
de Ahorros y Monte de Piedad de Madrid, Sociedad Anó-
nima».

En el recurso contencioso-administrativo interpuesto por don José

Manuel Fernández Castro, en nombre y representación de «Caja de Ahorros

y Monte de Piedad de Madrid, Sociedad Anónima», contra la Administración

del Estado, sobre indemnización por funcionamiento de la Administración

de Justicia, la Sección Cuarta de lo Contencioso-Administrativo de la

Audiencia Nacional ha dictado sentencia con fecha 23 de julio de 1997,

cuya parte dispositiva dice:

«Fallamos: Desestimamos el recurso contencioso-administrativo inter-

puesto por ‘‘Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Madrid, Sociedad

Anónima’’, contra la resolución del Ministro de Justicia e Interior, de 30

de noviembre de 1995, que estimó en parte la reclamación de indemnización

por el funcionamiento de la Administración de Justicia formulada por

la interesada, abonándole la cantidad de 100.000 pesetas, por ser dicha

resolución, en los extremos examinados, conforme a derecho.

Sin hacer expresa imposición de costas.»

En su virtud, este Ministerio de Justicia, de conformidad con lo esta-

blecido en los artículos 118 de la Constitución, 17.2 de la Ley Orgánica

6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial y demás preceptos concordantes

de la vigente Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, ha dis-

puesto la publicación de dicho fallo en el «Boletín Oficial del Estado» para

general conocimiento y cumplimiento en sus propios términos de la men-

cionada sentencia.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.

Madrid, 27 de abril de 1998.—P. D. (Orden de 29 de octubre de 1996),

el Subsecretario, Ramón García Mena.

Ilmo. Sr. Director general de Relaciones con la Administración de Justicia.

12125 ORDEN de 27 de abril de 1998 por la que se dispone el
cumplimiento de la sentencia dictada por la Sección Cuar-
ta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audien-
cia Nacional en el recurso 04/722/1995, interpuesto por
«Formica Española, Sociedad Anónima».

En el recurso contencioso-administrativo interpuesto por don Gabriel

de Diego Quevedo, en nombre y representación de la entidad «Formica

Española, Sociedad Anónima», contra la Administración del Estado, sobre

indemnización por funcionamiento de la Administración de Justicia, la

Sección Cuarta de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional

ha dictado sentencia con fecha 5 de noviembre de 1997, cuya parte dis-

positiva dice:

«Fallamos: Desestimamos el recurso contencioso-administrativo promo-

vido por la representación procesal de “Formica Española, Sociedad Anó-

nima”, contra la desestimación presunta, luego expresa mediante reso-

lución del Ministro de Justicia e Interior de 11 de julio de 1995, de la

reclamación formulada ante el Ministerio de Justicia e Interior, por escrito

de 19 de julio de 1994, cuyo acto administrativo impugnado conformamos,

por venir ajustado a derecho.

Sin expresa imposición de costas.»

En su virtud, este Ministerio de Justicia, de conformidad con lo esta-

blecido en los artículos 118 de la Constitución; 17.2 de la Ley Orgánica

6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y demás preceptos concordantes

de la vigente Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, ha dis-

puesto la publicación de dicho fallo en el «Boletín Oficial del Estado» para

general conocimiento y cumplimiento en sus propios términos, de la men-

cionada sentencia.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y efectos.

Madrid, 27 de abril de 1998.—P. D. (Orden de 29 de octubre de 1996),

el Subsecretario, Ramón García Mena.

Ilmo. Sr. Director general de Relaciones con la Administración de Justicia.

12126 ORDEN de 27 de abril de 1998 por la que se dispone el
cumplimiento de la sentencia dictada por la Sección Cuar-
ta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audien-
cia Nacional, en el recurso número 04/481/1995, interpues-
to por don Oula Abdel Aziz Ba Amadou.

En el recurso contencioso-administrativo interpuesto por don Gregorio

García Santos, en nombre y representación de don Oula Abdel Aziz Ba

Amadou, contra la Administración del Estado, sobre indemnización por

funcionamiento de la Administración de Justicia, la Sección Cuarta de

lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional ha dictado sen-

tencia con fecha 2 de septiembre de 1997, cuya parte dispositiva dice:

«Fallamos: Desestimamos íntegramente el recurso contencioso-admi-

nistrativo número 04/481/1995, interpuesto por don Oula Abdel Aziz Ba

Amadou, contra la resolución del Ministro de Justicia e Interior de 13

de marzo de 1995, que desestimó la reclamación de indemnización por

responsabilidad patrimonial por el funcionamiento de la Administración

de Justicia, por ser la resolución combatida, en los extremos que han

sido objeto de debate, conforme con el ordenamiento jurídico; sin expresa

condena al pago de las costas causadas en este proceso.»

En su virtud, este Ministerio de Justicia, de conformidad con lo esta-

blecido en los artículos 118 de la Constitución; 17.2 de la Ley Orgánica

6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y demás preceptos concordantes

de la vigente Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, ha dis-

puesto la publicación de dicho fallo en el «Boletín Oficial del Estado»,

para general conocimiento y cumplimiento en sus propios términos, de

la mencionada sentencia.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.

Madrid, 27 de abril de 1998.—P. D. (Orden de 29 de octubre de 1996),

el Subsecretario, Ramón García Mena.

Ilmo. Sr. Director general de Relaciones con la Administración de Justicia.
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MINISTERIO DE DEFENSA
12127 RESOLUCIÓN 573/38433/1998, de 21 de abril, de la Direc-

ción de Infraestructura, por la que se designa la compo-
sición de la Mesa de Contratación para apoyo en los actos
de licitación de expedientes de contratación de la Dirección
de Infraestructura del Ejército, para proyectos cuyos
importes sean iguales o inferiores a 65.000.000 de pesetas.

De conformidad con lo previsto en los artículos 82 de la Ley 13/1995,

de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas, y 22.2

del Real Decreto 390/1996, de 1 de marzo, por el que se desarrolla par-

cialmente la anterior, dispongo:

Primero.—La Mesa de Contratación de la Dirección de Infraestructura

del Ejército de Tierra para proyectos de importe igual o inferior

a 65.000.000 de pesetas tendrá la siguiente composición:

1. Presidente: El General de Brigada de Intendencia Vicepresidente

de la Junta de Compras Delegada del Cuartel General del Ejército.

2. Vocales:

Un Coronel Vocal permanente de la Junta de Compras Delegada del

Cuartel General del Ejército.

Un Oficial Superior u Oficial Jurídico del Cuartel General del Ejército.

Un Oficial Superior u Oficial Interventor de la Intervención Delegada

del Cuartel General del Ejército.

Los Vocales Técnicos a designar por la Dirección de Infraestructura.

3. Secretario: Un Oficial Superior u Oficial de la Junta de Compras

Delegada del Cuartel General del Ejército.

La presente Resolución entrará en vigor el día de su publicación en

el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 21 de abril de 1998.—El General Director, Ricardo Torrón

Durán.

MINISTERIO
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

12128 INSTRUCCIÓN 11/1998, de 8 de mayo, de la Dirección Gene-
ral de la Agencia Estatal de Administración Tributaria,
que modifica la de 25 de marzo de 1997 por la que se dictan
normas en relación con las entidades de depósito que pres-
tan el servicio de colaboración en la gestión recaudatoria.

La Instrucción de 25 de marzo de 1997, del Director general de la

Agencia Estatal de Administración Tributaria por la que se dictan normas

en relación con las entidades de depósito que prestan el servicio de

colaboración en la gestión recaudatoria, vino a desarrollar la Orden

de 15 de junio de 1995 por la que se desarrolla parcialmente el Reglamento

General de Recaudación, en la redacción dada al mismo por el Real Decre-

to 448/1995, de 24 de marzo, en relación con las entidades de depósito

que prestan el servicio de colaboración en la gestión recaudatoria.

Desde la entrada en vigor de la citada norma han surgido aspectos

esenciales en la gestión tributaria que hacen necesaria su modificación.

Por una parte, la puesta en marcha por la Agencia Tributaria de pro-

gramas de ayuda para la elaboración informática de determinadas decla-

raciones y su impresión en papel no autocopiativo hace necesario intro-

ducir ciertas modificaciones en los apartados de la Instrucción que hacen

referencia a la validación de los documentos de ingreso o solicitud de

devolución por parte de las entidades colaboradoras. En este sentido, se

incorpora a la norma la opción de validar alguno de los ejemplares de

forma manual sin que por ello se disminuya la posibilidad de control

del funcionamiento de las cuentas restringidas por parte de la Adminis-

tración Tributaria, puesto que, en paralelo, se exige la anotación indi-

vidualizada de las operaciones de ingreso en tales cuentas.

Asimismo, el Reglamento General de Recaudación, en su artículo 80.8,

dispone que los obligados tributarios podrán presentar declaraciones tri-

butarias a través de entidades colaboradoras, cuando así lo establezcan

las normas propias de los tributos. En la actualidad la existencia de decla-

raciones informativas o negativas, en las que su presentación va unida

a otras declaraciones de las que resulta un ingreso o devolución, no son

objeto de tratamiento alguno por parte de la entidad donde se realiza

su entrega, no quedando constancia alguna al obligado de que la pre-

sentación tuvo lugar. Es necesario, por tanto, fijar criterios de acreditación

para los obligados por parte de las citadas entidades.

Por todo ello se dictan las siguientes normas:

Primera.—Se modifica el apartado 1 «Autorización» de la norma primera

de la Instrucción de 25 de marzo de 1997, que queda redactado como

sigue:

«1. Autorización.

Las entidades de depósito que deseen actuar como colabora-

doras en la gestión recaudatoria solicitarán autorización del Depar-

tamento de Recaudación de la Agencia Estatal de Administración

Tributaria (en adelante AEAT).

En la solicitud formulada se harán constar los siguientes datos:

a) Datos identificativos de la entidad.

b) Volumen de recursos de clientes: Se expresará, en millones

de pesetas, la información detallada del importe que representen

los siguientes conceptos: Cuentas corrientes, cuentas de ahorro y

cuentas a plazo.

c) Número de oficinas con que cuenta la entidad así, como

su distribución geográfica por provincias. Esta información se pre-

sentará mediante relación en la que se indique para cada una de

las oficinas su domicilio y clave bancaria.

Cuando la entidad interesada considere que alguna de sus ofi-

cinas debe quedar excluida, indicará aquellas que pretende excep-

tuar del servicio de colaboración.

d) Número de titulares de los recursos expresados en el

punto b).

e) Manifestación expresa de disponer de los medios necesarios

para la recepción de declaraciones tributarias y para suministrar

la información y efectuar el ingreso en el Banco de España de

acuerdo con la normativa aplicable al servicio de colaboración y

en particular con la Orden de 15 de junio de 1995. Descripción

sucinta del procedimiento informático y funcional previsto por la

entidad para el tratamiento de los documentos a recibir por el

concepto de prestación del servicio de colaboración.

El Departamento de Recaudación, para valorar adecuadamente

la conveniencia de conceder la autorización solicitada y, en su caso,

de mantener la autorización, podrá considerar aquellos datos que

sean acreditativos de la solvencia de la entidad solicitante y de

su posible contribución al servicio de colaboración en la recaudación

y en la gestión tributaria en general, así como, con carácter com-

plementario, otros criterios de valoración, aunque su cumplimiento

por parte de las entidades solicitantes no tenga carácter obligatorio,

tales como la validación mecánica de los documentos en todas las

oficinas de la entidad, la adhesión por parte de la entidad a los

procedimientos de embargo de dinero en cuentas bancarias de forma

centralizada a través de medios telemáticos o la adhesión a cualquier

otro procedimiento establecido por la Administración dirigido a

la mejora de la gestión recaudatoria en particular y de la gestión

tributaria en general.

En todo caso, la ponderación de los criterios anteriormente seña-

lados exigirá, previa audiencia de la entidad, que tendrá derecho

a formular alegaciones y aportar cuantos datos o informes considere

adecuados para que puedan ser objeto de valoración por el Depar-

tamento de Recaudación.

La resolución concederá o, en su caso, denegará la condición

de entidad colaboradora. Si la resolución es favorable, determinará

la forma y condiciones en que se prestará el servicio. Caso de dene-

gar dicha condición, la resolución será motivada y expresará las

causas que fundan la desestimación de la solicitud. En todo caso,

la resolución se notificará a la entidad peticionaria. Además, si

es de concesión, se pondrá en conocimiento de los Delegados de

la AEAT correspondientes y se publicará en el «Boletín Oficial del

Estado».

La resolución deberá adoptarse en el plazo de tres meses. Trans-

currido dicho plazo sin que haya recaído resolución expresa se

podrá entender estimada la solicitud, en la forma y con los efectos


